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Procede la Sala a desatar la impugnación interpuesta por la actora, Dra. MARTHA VALENCIA BARCO, contra el fallo de tutela proferido por el señor Juez Segundo Penal del Circuito de Pereira, el día dieciséis (16) de diciembre de dos mil cinco (2005), dentro de la acción constitucional donde aparece como accionado el Seguro Social.
1.- SOLICITUD 

Los fundamentos básicos narrados por la actora fueron: 

- El Seguro Social expidió la resolución número 7328 del veintinueve (29) de noviembre del año dos mil cinco (2005), mediante la cual le negó la pensión de jubilación a que tenía derecho, con fundamento en que el artículo 3º del Decreto 3800 de 2003 exigía que la interesada probara que para el primero (1º) de abril de mil novecientos noventa y cuatro (1994) tuviera quince (15) años de servicio, exigencia que la actora no cumplía.

- Considera la accionante que hubo error en la motivación del acto administrativo, dado que reúne uno de los presupuestos de hecho contemplados en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, que le permite ser cobijada por el régimen de transición, dado que para la entrada en vigencia del Sistema General de Pensiones contaba con cuarenta y dos (42) años de edad. Además, toda su vida laboral la ha realizado en el sector público, con más de diez (10) años al servicio de la Fiscalía.

- Estima entonces que la accionada vulneró su derecho a un debido proceso, ya que le desconoció que estaba cobijada por el régimen especial aplicable a los empleados y funcionarios del sector público, de conformidad con lo reglado en el Decreto 546 de 1971 y la Ley 33 de 1985, aplicables a la Rama Judicial. Citó jurisprudencia atinente a las vías de hecho administrativas, que permitían al Juez en sede de tutela conceder el amparo de los derechos violentados. 






2.- SENTENCIA 

Luego de considerar la respuesta suministrada por la entidad accionada en el sentido que ya se había resuelto de fondo, el Juzgado de instancia realizó consideraciones concernientes con la situación puesta bajo su estudio y conceptuó que no era procedente conceder la protección pedida. Para ello, realizó los siguientes planteamientos:

El Seguro Social no había desconocido las normas de excepción, particularmente el Decreto 546 de 1971. Empero, aplicó el artículo 3º del Decreto 3800 de 2003 y conceptuó que la peticionaria no reproducía el supuesto de hecho allí indicado, ya que en la resolución 7328 del nueve (9) de septiembre de dos mil cinco (2005), se había consignado que al analizarse la historia laboral que se había aportado, se había establecido que la señora VALENCIA BARCO había cotizado hasta el treinta (30) de septiembre de mil novecientos noventa y ocho un total de nueve (9) años, diez (10) meses y diez (10) días.

Para el señor Juez de instancia, era claro que el régimen aplicable a los funcionarios y empleados al servicio de la Rama Judicial era el contemplado en el Decreto 546 de 1971, además, así lo había aceptado la propia Corte Constitucional. También daba por descontado que si la transición se aplica exclusivamente a quienes escogieron el régimen de prima media con prestación definida, los servidores públicos que satisfacían las condiciones del señalado decreto, tenían por regla general derecho a la aplicación del régimen de excepción. Empero, existían reglas contenidas en la Ley 100 de 1993, modificadas por la Ley 797 de 2003, que impedían la aplicación del régimen de transición a quienes habían escogido el régimen de ahorro individual con solidaridad habían decidido cambiarse al de prima media con prestación definida.

Así las cosas, se constataba en el trámite que la actora había seleccionado el régimen de ahorro individual con solidaridad, al cual estuvo vinculada, según se leía en la resolución pertinente, desde octubre de 1998 hasta febrero de 2003, cuando cambió al sistema aplicable en el Seguro Social. En consecuencia, se reproducía el supuesto de hecho contemplado en el inciso 5º del artículo 36 de la Ley 100 de 1993.
Por otra parte, el Decreto 3800 de 2003 que sirvió de fundamento a la decisión administrativa de negar la pensión, especificaba que quien al primero (1º) de abril de mil novecientos noventa y cuatro (1994) acreditara quince (15) años laborados, independientemente de la edad, hubiere optado por el régimen de ahorro individual y posteriormente por el de prima media, seguía cobijado por el régimen de transición, sin embargo, la accionante sólo cumplía con el requisito de la edad, por tanto no le era aplicable la transición. Tal afirmación, encontraba sustento en las sentencias C-789 del veinticuatro (24) de septiembre de dos mil dos (2002) que estudió precisamente la exequibilidad de los artículos 4 y 5 del artículo 36 de la Ley 100, tesis que fue reproducida en la decisión C-1024 de 2004.

Coligió entonces que era requisito para que la accionante quedara incluida en el régimen de transición con el sólo requisito de los 40 años, el haber permanecido todo el tiempo sin solución de continuidad, en el régimen de prima media con prestación definida, lo que no había sucedido. En ese entendido, para podérsele aplicar el régimen contemplado en el Decreto 546 de 1971, debía también estar cobijada por el de transición, lo que no acontecía, por tanto, no se podía predicar que hubiera vía de hecho en la decisión del Seguro Social.
De contera, frente a lo manifestado por la actora, de recurrir a la acción constitucional con fundamento en lo decidido en la sentencia T-631 de 2002, que tuteló el derecho a la pensión de un funcionario de la Rama Judicial, conceptuó que la situación fáctica allí contemplada era diferente, dado que el accionante no cambió de régimen.   







3.- IMPUGNACIÓN

La actora fundamentó su disenso con el fallo contrario a su sus intereses en lo siguiente: 

Respecto al hecho de haberse trasladado de fondo, ello aconteció como en la mayoría de casos de los funcionarios públicos, engañados a tal punto que quienes firmaron el formulario pudieron haberles hecho incurrir en error insuperable. Además, fueron atraídos por un bono pensional que de conformidad con el contenido del artículo 694 de 1994, debía ser calculado para el traslado. En ese sentido, destaca que si para el traslado del régimen solidario de prima media al régimen de ahorro individual como se establecía en su artículo 15, era necesario que se calculara el bono pensional, debía interpretarse que si no se hizo tal cálculo desde que se firmó la solicitud de cambio, entonces la supuesta afiliación no había surtido efectos jurídicos y por lo tanto debía entenderse que nunca hubo traslado de un régimen a otro y que por ende, continuó en el régimen de transición contemplado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993.

El Seguro Social era sabedor que nunca se calculó el bono pensional, sin embargo, no tuvo en cuenta esa circunstancia y se limitó a aplicar el Decreto 3800 de 2003, lo cual constituye violación del debido proceso y del principio de favorabilidad.
La entidad accionada estaba en la obligación de analizar dentro de los diferentes regímenes aplicables, cuál era el que más la favorecía y sólo se limito a negarle la pensión con el argumento antes expuesto, concepto que sustenta mediante cita jurisprudencial constitucional, para concluir que al estar vigente el régimen para los Funcionarios de la Rama Judicial, no podía el Seguro aplicar la norma más lesiva.

Solicita la revocatoria del fallo de tutela y, por consiguiente, se tutelen sus derechos fundamentales al debido proceso, igualdad y favorabilidad.






4.- SE CONSIDERA

De ordinario, el asunto puesto en consideración de esta Sala por intermedio de la impugnación que hizo la actora, se hubiera limitado a verificar si las condiciones del servidor judicial que reclama por este medio excepcional el reconocimiento de su pensión, guardan similitud con las de otros empleados y funcionarios sobre las cuales tuvo ocasión de pronunciarse esta colegiatura, en ocasiones anteriores. De ser la respuesta afirmativa, nada obstaría para conceder el amparo solicitado y ordenar de manera provisional o incluso definitiva, que el Seguro Social procediera a otorgar la pensión pedida con el reconocimiento de los valores pertinentes para el caso de los servidores de la justicia, es decir, bajo las orientaciones obligatorias dadas por el Decreto 546 de 1971, que constituye un régimen especial aplicable al caso particular, habida cuenta de ser la Dra. VALENCIA BARCO una funcionaria al servicio de la Rama Judicial, aspecto sobre el cual no existe duda alguna.
Sin embargo, no puede desconocerse que nuestro panorama jurídico es de aquellos que día a día sufren mutaciones y en particular, que en el caso de las pensiones de los integrantes de la Rama Judicial últimamente se han proferido decisiones que obligan a reexaminar el tema.
En ese orden de ideas, es necesario mencionar que el sustento de las decisiones que este Tribunal adoptó en pasadas ocasiones, tenía como referente varias sentencias del máximo Tribunal Constitucional, que de manera clara y decidida concluyeron que incurrían en una verdadera vía de hecho las entidades encargadas del reconocimiento de pensiones, por inaplicación de la normatividad especial que cobijaba a los servidores públicos de la Rama Judicial y del Ministerio Público -Decreto 546 de 1971- y en su defecto, basar sus decisiones en unas disposiciones a ellos extrañas y desfavorables, como eran las estatuidas en la Ley 100 de 1993. Nos estamos refiriendo en concreto a las sentencias T-470 y T-631 de 2002, última que fue aportada precisamente en este trámite por la accionante y de la cual en su momento, se extraía:
...La jurisprudencia de la Corte Constitucional, ha considerado que es susceptible de tutela el acto administrativo que resuelve sobre una pensión, si en él se ha cometido una vía de hecho..

También sirvió de fundamento en aquellas ocasiones, la Sentencia T-765 de 1998, que había definido la vía de hecho para estos efectos, de la siguiente manera:

Puede darse la vía de hecho, lo ha admitido esta Corte, si se fuerza arbitrariamente el ordenamiento jurídico, si se han quebrantado o se amenazan derechos constitucionales fundamentales.

(...)

Por otro aspecto, si se tiene en cuenta que hay derechos mínimos de los trabajadores, que no pueden disminuirse, ni son susceptibles de renuncia, ni es factible transigir sobre ellos, y que los Jueces y Funcionarios Administrativos no pueden soslayarlos, entonces la violación de estos derechos y la no aplicación de la norma favorable en lo laboral, es también constitutiva de una vía de hecho...

Otro argumento tenido en cuenta para concederse el amparo por parte de la Corte, se refería a la afectación del mínimo vital, en el entendido que era un derecho cualificado y no cuantificado, como se expuso en la ya citada Sentencia T-631 de 2002:
Tampoco es argumento el de excluir a los Magistrados de Tribunal como personas que pueden invocar la violación al mínimo vital, como se afirma en sentencia de instancia. El peticionario no reclama para que su salario se le aumente, sino todo lo contrario, porque al dejar de recibirlo en su reemplazo la pensión no corresponde al porcentaje sobre el salario. Por ello, se reitera en el presente fallo la jurisprudencia T-439/00, según la cual la calificación del mínimo vital es cualitativa y no cuantitativa. Actualmente, como trabajador activo, el señor Hernando Duarte Chinchilla tiene congrua subsistencia, pero cuando deje de trabajar la situación amenaza ser completamente distinta, si se mantiene la mesada que se le ha fijado.

En el presente caso hay pruebas de que evidentemente el peticionario requiere de una mesada pensional en correspondencia legal con su salario, para que su calidad de vida no se afecte. Debe sostener a sus hijos en la universidad, pagar hipoteca, los servicios públicos y el sostenimiento propios del estrato social de un Magistrado de la República. Hoy, el salario de un magistrado es de $7'961.261 y al peticionario se le reconoce como mesada pensional la suma de $ 3'574.637,76, es decir, el 45%, cuando la norma legal ordena el 75% . Es palpable la afectación al mínimo vital. (resaltado propio)
Se consideró entonces que por dejar de aplicarse la normatividad pertinente del régimen especial que cobija a los miembros de la Rama Judicial, se presentaba vulneración de varias garantías: debido proceso, mínimo vital y derecho de igualdad; y, por consiguiente, era potestad del Juez Constitucional brindar el amparo a tales derechos mediante la orden para que se corrigiera el yerro, tesis que fue acogida por esta Sala de decisión para producir varios fallos mediante los cuales dispuso que la entidad pertinente realizara los reajustes en las pensiones de varios accionantes, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6º del Decreto 546 de 1971.

Empero, como ya se advirtió, recientes decisiones de la Corte Constitucional han llamado la atención acerca de no ser suficiente tal omisión para que se proceda a brindar el amparo deprecado, y que además, deben analizarse otros requisitos. Por ejemplo, en la sentencia T-644 del 20 de junio de 2005, con ponencia del Magistrado Dr. Jaime Córdoba Triviño, se dijo:

Así las cosas, la jurisprudencia ha señalado que cuando lo pretendido es obtener la reliquidación o el reajuste de pensiones debe acreditarse “i) que el actor haya agotado los recursos a su alcance en sede administrativa y que la entidad mantenga su decisión de negar la petición impetrada; ii) que haya acudido a la jurisdicción competente o que en caso de no haberlo hecho ello se deba a motivos ajenos y no imputables al peticionario; iii) que se demuestren las especiales condiciones del actor y la inminente concurrencia de un perjuicio irremediable que hacen necesaria la especial e inmediata protección constitucional (vulneración conexa  de los derechos a la dignidad, la salud, el mínimo vital arriba reseñados). Si el asunto gravita tan solo en torno a una discrepancia litigiosa, su conocimiento escapa a la órbita de conocimiento del juez constitucional; iv) en conclusión, para determinar si una acción de tutela es procedente como mecanismo transitorio no es suficiente que sean invocados fundamentos de derecho, es también necesario que sean acreditados los supuestos fácticos que den cuenta de las condiciones materiales del demandante”
.
Palabras más palabras menos, esta misma tesis fue reproducida en la sentencia T-776 del 27 de julio próximo pasado, con ponencia del Magistrado Dr. Alfredo Beltrán Sierra y allí se expuso:

La jurisprudencia constitucional ha señalado que la acción de tutela no procede para obtener la reliquidación de mesadas pensionales. Sin embargo, en ciertos casos y de manera excepcional ella puede constituir el mecanismo idóneo para proteger transitoriamente los derechos invocados, pero su procedencia está condicionada a la concurrencia de los siguientes requisitos: a) Que la persona haya agotado los recursos en sede administrativa y la entidad mantenga su decisión de no reconocer el derecho. b) Que se hubiere acudido ante la jurisdicción respectiva, se estuviere en tiempo de hacerlo o ello fuere imposible por motivos ajenos al peticionario. c) Que además de tratarse de una persona de la tercera edad, ésta demuestre la amenaza de un perjuicio irremediable, esto es, que el perjuicio afecte la dignidad humana, la subsistencia en condiciones dignas, la salud, el mínimo vital, que existan lazos de conexidad con derechos fundamentales, o que evidencie que someterla a los trámites de un proceso ordinario le resultaría demasiado gravoso. d) En concordancia con lo anterior, para determinar si la acción de tutela es o no procedente como mecanismo transitorio, no resulta suficiente invocar fundamentos de derecho, sino que son necesarios también fundamentos fácticos que den cuenta de las condiciones materiales de la persona. En caso contrario, el asunto adquiere carácter estrictamente litigioso y por lo mismo ajeno a la competencia del juez de tutela”
.

Como claramente se observa, la línea jurisprudencial de la Corte en este punto ha sido perfeccionada y en consecuencia se exige ahora la contemplación de otros factores que no fueron tenidos en cuenta en las decisiones antes mencionadas, con lo cual, la Sala, está obligada a adoptar tal criterio y desde ahora, procederá a tener en cuenta tales aspectos para decidir lo concerniente con las acciones de tutela que involucren el reconocimiento o ajustes en las pensiones de los servidores de la Rama Judicial y aún, de otras ramas del poder público con regímenes especiales, habida cuenta que un discernimiento similar se ha adoptado para estos últimos
. 
De entrada entonces, tenemos que decir que tal como ha quedado definido por la reciente jurisprudencia, lo atinente con el reconocimiento de pensiones es un asunto que normalmente escapa al conocimiento de los Jueces de tutela, excepto en los precisos casos contemplados. Así las cosas, los cambios sustanciales que observa el Tribunal en la jurisprudencia actual, los podemos concretar en: 1)- YA NO ES SUFICIENTE CON DEMOSTRAR LA VÍA DE HECHO PARA LA PROSPERIDAD DE LA TUTELA, y 2)- EL ANÁLISIS DEL MINIMO VITAL VA LIGADO A LA CONSIDERACIÓN DE PERTENECER LA PESONA A LA TECERA EDAD
.
Esos son por tanto los nuevos dos parámetros jurisprudenciales que han obligado a este Tribunal a variar su posición en los temas pensionales, como ya se había anunciado de manera expresa en decisión del dieciocho (18) de octubre de 2005, radicación 66001310400120050007301, con ponencia de quien ahora ejerce igual función.

En el caso que nos ocupa, todavía no se ha producido siquiera el reconocimiento de la prestación económica, por tanto, tampoco sería posible considerar la posibilidad de ordenar un reajuste de conformidad con los lineamientos que señalan los valores a tener en cuenta por tratarse la peticionaria de una servidora judicial, como tantas veces se ha expresado en el cuerpo de esta providencia. Sin embargo, como la solicitud de amparo constitucional contempla no sólo la orden para que se otorgue la pensión, sino además, los precisos términos en que ésta debe concederse, es absolutamente necesario decantar este primordial aspecto, que como ya se vio, señala el derrotero a seguir en estos particulares eventos.
Ya en la parte central del asunto objeto de impugnación, no sobra decir que al margen de los juiciosos planteamientos del señor Juez, producto de un profundo análisis de la normatividad aplicable en materia de pensiones, regímenes de transición y de los servidores de la Rama Judicial, sobre los cuales la Sala no se pronunciará al no ser asunto que corresponda ser debatido en esta sede de tutela, lo que se impone analizar es la procedencia o no de la acción en eventos como los que ahora concitan la atención de la Colegiatura. En ese entendido, el análisis principal que compete no es determinar si se reúnen o no los requisitos para conceder la pensión, porque de proceder así, se corre el riesgo de entrar a dilucidar un conflicto que debe ser definido de manera inicial por la entidad accionada, incluso, mediante el ejercicio de los recursos pertinentes y de manera secundaria, por la jurisdicción ordinaria correspondiente. Los esfuerzos del operador jurídico, entonces, se deben encaminar a verificar la presencia de las especiales situaciones a las que atrás se hizo referencia. Estima la Sala, que un tal criterio es sano, en la medida que garantiza que sean las autoridades competentes, las que tomen este tipo de decisiones, y además, evita un desbordamiento de los poderes de que se ha investido a todos los funcionarios judiciales de la República con capacidad de actuar como Jueces Constitucionales.

De todas maneras, vale la pena destacar que en efecto, por vía de tutela en algunas oportunidades se ha dispuesto el reconocimiento de una pensión, pero ha sido en eventos donde sin duda alguna se ha comprobado que la persona afectada, reúne los requisitos para acceder a tal prestación, en especial, cuando la misma no se otorga con el erróneo fundamento de tener que agotarse unos trámites burocráticos que no dependen de quien ha adquirido la calidad de pensionado.

Entonces, si bien es cierto, la actuación del Seguro Social respecto de la petición del reconocimiento de la pensión, posiblemente ha desconocido situaciones concretas más favorables para la peticionaria, dada su calidad de servidora vinculada a la Rama Judicial, no lo es menos que el caso puesto a consideración, no permite que el Juez de Tutela se irrogue la atribución de determinar motu proprio  la satisfacción de los requisitos exigidos para el otorgamiento de la pensión por vejez que ha solicitado la señora VALENCIA BARCO, en particular por no tratarse de una persona de la tercera edad y, consecuentemente, no haberse demostrado la vulneración del mínimo vital en los términos exigidos por la Corte, que ha sido clara en afirmar que hoy por hoy, solamente procede la orden para el reconocimiento de una pensión, por medio de la acción de tutela, cuando se trate de personas pertenecientes a la tercera edad, en las cuales se evidencie la afectación del mínimo vital. A una tal conclusión se llega, por ejemplo al estudiar lo conceptuado aquí:

Además, vista la respuesta dada por BANCOLDEX al juez de conocimiento de esta tutela, se observa que el accionante al momento de interponer la presente tutela, contaba con tan solo cuarenta y nueve (49) años de edad, elemento de juicio que permite considerar que es una persona que no requiere una especial protección que justifique la viabilidad de la acción de tutela, protección especial que por el contrario, si se predica de las personas de la tercera edad, además, el actor no acreditó -como ya se dijo-, la inminencia de un perjuicio irremediable, o la afectación concreta de sus derechos fundamentales a la vida en condiciones dignas y al mínimo vital.

En la sentencia T-970 del 22-09-2005 M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra, se dijo sobre el mismo tema lo siguiente: 
Conforme a lo expuesto en la parte considerativa, estima esta Sala que el Seguro Social no puede excusarse en el trámite administrativo que debe realizarse con el cálculo actuarial como disculpa para negar el pago de la pensión de vejez de la señora María Nidia Alzate Cifuentes. Han transcurrido año y nueve meses (27 de octubre de 2003 a la fecha), en que a la accionante no se le ha reconocido su derecho a recibir la pensión de vejez, a pesar de que cumple con los requisitos.

 

Por lo tanto, es necesario señalar que se encuentra probada la afectación del mínimo vital de la actora con la omisión del Seguro Social, pues ésta es de la tercera edad y el Seguro no probó que cuenta con otros ingresos para su subsistencia.

Pero además, resulta evidente que tampoco se ha hecho uso de los recursos de la vía gubernativa, a pesar de hacerse expresa referencia en la parte resolutiva de la resolución cuya variación ahora se pretende, a la posibilidad de acudir en reposición ante el Jefe del Departamento de Pensiones del Seguro Social en este departamento, e interponer el recurso de apelación ante el Gerente Seccional, menos la interposición de demanda ante la jurisdicción contenciosa administrativa, juez natural ante quien se debe ventilar el litigio presentado ante la disparidad de criterios existente entre peticionaria y Seguro Social, con lo cual, sale al paso también la posibilidad de acceder a otro medio de defensa judicial, razón que también se predica para la improcedencia de la acción de tutela en este caso.
Ante este nuevo panorama jurisprudencial, por tanto, le resulta imperativo a esta Sala de Decisión confirmar el fallo de tutela confutado, pues de manera acertada negó las pretensiones de la demanda. 
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5.- DECISIÓN 
En mérito de estas consideraciones, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Dual de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad.

SEGUNDO: 








SE REMITIRÁ  el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE        

   
 VICENTE RODRÍGUEZ FEO
JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
La Secretaria de la Sala, 

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

� Cfr. Corte Constitucional. Sentencia T-446 de 2004, ya citada. Pueden consultarse también las sentencias T-634 del 8 de agosto de 2002 (M.P. Eduardo Montealegre Lynett), T-1022 del 22 de noviembre de 2002, y T-370 del 8 de abril de 2005 (M.P. Clara Inés Vargas Hernández) y Sentencia T-1068 del 20 de octubre de 2005 (M.P. Dr. Álvaro Tafur Galvis).


� Cfr. Corte Constitucional. Sentencia T-634 de 2002.


� Cfr. Sentencia T-110/05


� Recuérdese que se considera de la tercera edad, la persona que ha alcanzado los setenta (70) años, de conformidad con T-076/96).


� Sentencia T-911 del 01-09-2005 M.P. Dra. Clara Inés Vargas Hernández.


 


� Cfr. Corte Constitucional. Sentencia T-634 de 2002.


� Cfr. Sentencias T-110/05 y T-1068 del 20-10-2005.


�[8] Ver también las sentencias T-577 de 1999 M.P. Carlos Gaviria Díaz, T-1294 de 2000 M.P. Fabio Morón Díaz, entre otras. 


� Sentencia T-911 del 01-09-2005 M.P. Dra. Clara Inés Vargas Hernández 


� Cfr. Sentencia T-1068 del 20-10-2005 M.P. Dr. Álvaro Tafur Galvis.


� M.P. AlvaroÁlvaro Tafur Galvis.


� Sentencia SU–975 de 2003, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.


� Cfr. Sentencia T-1068 del 20-10-2005 M.P. Dr. Álvaro Tafur Galvis


� Cfr. Sentencia T-1068 del 20-10-2005 M.P. Dr. Álvaro Tafur Galvis.


� Así también se procedió en la sentencia de tutela proferida por esta colegiatura el día 19 de febrero de 2004. M.P. Jorge Arturo Castaño Duque.  Radicación 660013104001-2003-00302-01.
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